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No al Pacto Europeo de Migración y Asilo. 

No a las políticas europeas de represión y muerte. 

20 de junio – Día Mundial de las Personas Refugiadas  

Hoy, 20 de junio, conmemoramos el Día Mundial de las Personas Refugiadas con un 

nuevo y grave retroceso en materia de derechos humanos. El sistema de asilo 

queda gravemente limitado como consecuencia de una clara y violenta estrategia 

de desgaste contra las personas con necesidades de protección internacional, un 

proceso que culmina con la legalización de prácticas represivas mediante la entrada 

en vigor del Pacto Europeo de Migración y Asilo (PEMA).  

PACTO EUROPEO DE MIGRACIÓN Y ASILO Y REGLAMENTO DE DEPORTACIÓN 

La entrada en vigor el pasado 12 de junio del PEMA agudiza las relaciones de 

explotación y dominación neocoloniales ejercidas por la Unión Europea (UE). La 

política de fronteras se diseña e implementa al servicio del despojo y la acumulación 

de bienes imprescindibles para sectores estratégicos de la UE y la explotación de los 

cuerpos y las vidas racializadas. El Pacto sofistica la represión contra quienes 

intentan presuntamente alcanzar el espacio Schengen y externaliza el derecho de 

asilo en una clara estrategia de desgaste para quienes requieren protección 

internacional.  

Entre los reglamentos del PEMA, el relativo a la Deportación (retorno) permite la 

creación de “centros de retorno” fuera de la UE sin vínculo real alguno con la 

persona deportada, en terceros países sin estándares de respeto a los derechos 

humanos, posibilitando la deportación de personas con necesidades de protección 

internacional, donde podrían quedar detenidas mientras se resuelven sus 

solicitudes. Legaliza, además, la realización de redadas policiales basadas en el 

perfilamiento racial -en espacios públicos y privados-, el uso de tecnología para 

vigilar y rastrear a personas refugiadas y migradas, racializadas, y la ampliación de 

la detención, incluso de niñas y niños, hasta periodos de 30 meses.  

Mientras la atención mediática se centra en las políticas patriarcales y racistas que 

se ejercen en otras latitudes, la socialdemocracia europea ha avalado un Pacto de 

extrema derecha. 

La creación de listados de países de origen seguro elaboradas por la UE permitirá 

rechazar las solicitudes de protección internacional sin un estudio individualizado 

de quienes provienen de Colombia y Marruecos, entre otros países de origen de 

muchas de las personas que llegan a Euskal Herria en busca de protección 

internacional. Además, el marco legal permite a cada Estado miembro declarar 

inadmisible una solicitud de asilo si considera que la persona ha transitado por un 

“tercer país seguro”, cuya consideración como tal puede basarse en un acuerdo para 

la admisión de solicitantes.  
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SOLICITUDES DE ASILO 

En 2025 solicitaron protección internacional en Euskadi 7.048 personas y en el 

Estado español 144.396. Un 16% menos que en el año anterior en nuestra 

comunidad y un 8,6% menos en el conjunto del Estado.  

Esto supone la ruptura de la tendencia al alza de los últimos años debido a los bajos 

ratios de reconocimiento, la política de militarización y externalización de fronteras 

y a la aplicación del artículo 126 del nuevo Reglamento de Extranjería, que impide a 

quienes han visto denegada su solicitud de protección computar sus tiempos de 

estancia en el estado para regularizar su situación mediante la figura del arraigo, 

casi la única vía posible de acceso a la regularidad para la mayoría de las personas 

refugiadas y migradas.  

Amparándose en la entrada en vigor del PEMA, el Estado español1 dejará además 

de conceder y renovar autorizaciones de residencia por razones humanitarias 

derivadas de protección internacional. Esto no solo impactará en las personas 

procedentes de Venezuela —principal país de origen, junto con Colombia, de 

quienes solicitan protección internacional en el estado— sino a todas las personas 

que pudieran ser autorizadas a residir por motivos humanitarios. 

En este marco, celebramos el proceso de Regularización Extraordinaria, resultado 

del incansable trabajo de los colectivos migrantes antirracistas, poniendo fin a una 

irregularidad que conlleva explotación laboral, invisibilidad frente a las instituciones, 

desprotección legal y exclusión en el acceso a derechos humanos fundamentales 

como la educación y la sanidad de muchas vecinas y vecinos de nuestros territorios.  

La reglamentación de este proceso por parte de las instituciones está socavando, 

sin embargo, el derecho a la protección internacional en tanto que exige, a las 

personas regularizadas, la renuncia al mismo y supone, además, una solución 

puntual a un problema estructural generado por una Ley de Extranjería al servicio 

de la explotación racista de una parte de la población.  

REIVINDICAMOS:  

Poner freno urgente a las políticas de externalización de fronteras: la disuasión en 

origen, la contención en el tránsito y la devolución desde la UE están causando la 

muerte y la desaparición forzada de muchas personas e impidiendo, de facto, su 

posibilidad de alcanzar un país seguro.  

Garantizar el acceso al procedimiento de protección internacional, mediante el 

estudio individualizado de cada solicitud sin aplicación de criterios de nacionalidad 

 
1 Instrucción-nota informativa 6/5/2026 de la Dirección General de Protección Internacional 

(a partir del 12 de junio de 2026) 
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ni procedimientos aceleradísimos, ateniendo a los derechos consagrados en la 

Convención de Ginebra de 1951, cumpliendo con las garantías debidas y del 

principio de no devolución.  

Abogar por la defensa de la Protección Subsidiaria (Ley de Asilo) y de la autorización 

de permanencia por razones humanitarias (LOEX) para quienes están viendo 

conculcados sus derechos fundamentales.  

Derogar de manera urgente la imposición del visado de tránsito aeroportuario para 

quienes huyen del genocidio palestino, así como para las y los nacionales de 

Palestina, Siria, Somalia, Yemen y otros lugares asolados por conflictos armados.  

Poner fin a las identificaciones policiales por perfil racial y a la violencia de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado contra las personas racializadas, 

impulsando investigaciones para determinar y exigir responsabilidades ante las 

denuncias interpuestas.   

Detener el comercio de armas que alimenta los conflictos y las guerras que están 

detrás de muchos de los desplazamientos forzados, y que contribuye a cometer 

graves violaciones de Derechos Humanos.   

Garantizar la transparencia y el acceso a información sobre las medidas concretas 

que se adoptarán a nivel nacional para dar cumplimiento a las obligaciones 

europeas que se derivan del PEMA y del Reglamento de Deportación.   

Establecer un mecanismo de supervisión independiente que garantice el respeto de 

los derechos fundamentales en la gestión fronteriza, con medidas efectivas de 

transparencia y rendición de cuentas. Su creación requiere tiempo, participación 

regular y efectiva de las organizaciones de la sociedad civil y superar las limitaciones 

de los mecanismos existentes. 

Aplicar el Pacto de la forma más garantista posible conforme a los derechos 

humanos, y en pleno cumplimiento con los derechos establecidos en el marco 

jurídico español y los compromisos internacionales.  


